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requerimiento, se entenderá por incumplida la obligación de justificar Iniciándose el 
procedimiento de reintegro y procedimiento sancionador establecido en el artículo 
Título III y IV del Real Decreto 887/2006 de 21 de julio por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley 38/2003 General de Subvenciones.  
 
Úndécimo.- Responsabilidad y régimen sancionador. 
 
Las Entidades subvencionadas quedarán sometidas a las responsabilidades y régimen 
sancionador establecido en el Capítulo IX del RGSCAM, en el Título IV de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, y demás normativa de 
aplicación.  
 
11.1- Reintegros.  
 

11.1.1.- Conforme a lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 36 de la LGS, la 
declaración judicial o administrativa de nulidad o anulación de la orden de concesión 
llevará consigo la obligación de devolver las cantidades percibidas.  
 
Procederá el reintegro de las cantidades, así como la exigencia del interés de demora 
desde el momento del pago de la subvención en los supuestos previstos en el artículo 
37 de la LGS y, en concreto en los siguientes casos: 
 

a) Incumplimiento de la obligación de justificación. 

b) Obtener la subvención sin reunir las condiciones requeridas para ello.  

c) Incumplimiento de la finalidad para la que la subvención fue concedida.  
 

11.1.2.- El Procedimiento de reintegro se regirá por lo establecido en artículo 
25 del RGSCAM, en relación con el Título II de la LGS.  
 
11.2. Inspección.  
 
Los servicios competentes de la Consejería de Presidencia y Salud Pública podrán, en 
uso de su facultad inspectora, comprobar de oficio la veracidad de los datos alegados 
por las entidades y el destino dado a los fondos obtenidos.  
 
Decimosegundo.- Recursos.  
 
Contra la resolución del procedimiento de concesión de las subvenciones, que no 
agota la vía administrativa, podrá interponerse recurso de alzada, en los términos 
recogidos en los artículos 121 y 122 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre de 
Procedimiento Administrativo Común de las administraciones públicas. Contra la 
resolución del recurso de alzada puede interponerse recurso contencioso-
administrativo ante el órgano judicial competente, en el plazo de dos meses, contados 
desde el día siguiente al de la notificación de la resolución en alzada.  
 
Decimotercero.- Eficacia.  
 
La presente convocatoria entrará en vigor el día siguiente al de su completa 
publicación en el Boletín Oficial de la Ciudad Autónoma de Melilla”.  
 
Dése traslado de la presente convocatoria a la BDNS, de acuerdo con lo previsto en el 
Art. 18.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones”.  
 




